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PRESENTACIÓN

Para quienes creemos en un Estado Democrático, sabemos la importancia de 
evolucionar las normas e instituciones que garanticen una mejor calidad de 
democracia.  Por ello,  en la materia electoral la única constante es el cambio. En 
ese sentido, el último ajuste de la normatividad electoral se dio el 10 de febrero 
de 2014, cuando se publicó en el Diario Oficial de la Federación, “la Reforma 
Constitucional en Materia Político-Electoral” que, entre otros objetivos, perfeccionó 
el sistema electoral, creando un verdadero sistema nacional de elecciones integrado 
por instituciones administrativas, jurisdiccionales y de procuración de justicia para 
elecciones federales y locales.

Así bien, con esta reforma se obligó al Congreso a expedir nuevas leyes  generales 
como es en materia de delitos electorales, lo cual asegura el cumplimiento de los 
principios rectores descritos en la Constitución para los procesos electorales de 
manera que estos no se encuentren contaminados por intereses o actividades 
ajenas al sistema constitucional.

Atento a lo anterior, la Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales, 
como parte de sus atribuciones, tiene la obligación de generar proyectos de 
difusión en materia de delitos electorales, cultura de prevención y promoción de 
la denuncia. 

Es por ello, que en esta ocasión, nos complace a través de esta “Colección de 
Cuadernillos en Materia de Delitos Electorales”, acercar a la ciudadanía a descubrir 
de manera asequible, clara, coloquial y fresca el análisis de cada uno de los 26 
artículos que integran la Ley General en Materia de Delitos Electorales, con el 
objetivo de crear esquemas de  prevención de los delitos electorales, intercambio 
de mejores prácticas entre la ciudadanía y las autoridades, así como fomentar  el 
interés sobre los criterios jurídicos e institucionales en la materia del Derecho 
Penal Electoral.

Finalmente, es importante destacar  que cada una de las letras plasmadas en este 
compás analítico de las hipótesis de esta ley general, es realizada por ciudadanas y 
ciudadanos con un alto compromiso democrático que puedan hacer suya, sin duda 
la idea de Octavio Paz: “Una nación sin elecciones libres es una nación sin voz, sin 
ojos y sin brazos”.
       Dr. Santiago Nieto Castillo   
           Fiscal Especializado para la Atención de Delitos Electorales
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El propósito de las presentes líneas es reflexionar sobre la interrelación 
que existe entre los principios públicos fundamentales, los que rigen la 
función pública, aquellos que subyacen al proceso social de deliberación 
democrática; y los bienes jurídicos tutelados en el marco de la calificación 
de la agravante de los delitos en materia electoral, en el sistema jurídico 
mexicano.

Particularmente, lo que pretendemos es plantear la conexión especial que 
existe entre estos principios y el supuesto de que al tener la calidad de 
servidor público existe una agravante en la calificación del delito.

En ese sentido, es necesario primero definir qué entendemos por servidor 
público, esto, con la finalidad de determinar cuál es el ámbito personal de 
aplicación de dicha ley.

De conformidad con el Artículo 108 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos:

[…] se reputarán como servidores públicos a los 
representantes de elección popular, a los miembros 
del Poder Judicial de la Federación, los funcionarios 
y empleados y,   en general , a toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en el Congreso de la Unión o 
en la Administración Pública Federal, así como a 
los servidores públicos y los organismos a los que 
esta Constitución otorgue autonomía, quienes 
serán responsables por los actos u omisiones en 
que incurran en el desempeño de sus respectivas 
funciones.



13

Cuadernillos en materia de delitos electorales 

Por su parte, la Ley General en Materia de Delitos Electorales en su artículo 
3 define al servidor público como:

“…La persona que desempeñe un empleo, 
cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública Federal o local centralizada, 
organismos descentralizados federales o locales, 
empresas de participación estatal mayoritaria 
federales o locales, organizaciones y sociedades 
asimiladas a éstas, fideicomisos públicos federales 
o locales, en las legislaturas federal o locales y en 
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en 
los poderes judiciales federal o locales o Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal, o que 
manejen recursos económicos federales o locales, así 
como en los organismos a los que la Constitución, las 
constituciones locales o el Estatuto de Gobierno del 
Distrito Federal otorguen autonomía. 

También se entenderá como servidores públicos a 
los funcionarios o empleados de la administración 
pública municipal y delegacional…”

De lo anterior, consideramos que el carácter específico de la ley es 
precisamente abrir la gama de sujetos que podían colocarse en una conducta 
tipificada. Sin embargo, también consideramos desafortunada la redacción 
en lo referente a la consideración de servidor público en el caso de las personas 
que manejen recursos federales o locales, ya que la propia ley adolece de 
la claridad y precisión que demanda el propio principio de legalidad en 
materia penal consagrado en nuestro artículo 14 Constitucional.  
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Ahora bien, con fundamento en el artículo 7 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, los principios 
de legalidad, honradez, imparcialidad y eficiencia son aquellos que rigen 
el servicio público, por ende, en el desempeño de sus empleos, cargos o 
comisiones, los servidores públicos deberán ajustar su conducta a fin de 
salvaguardar dichos principios.

En el caso de los delitos electorales, a diferencia de otros delitos, su comisión 
puede no ser percibida como una afectación directa a la integridad física, 
bienes económicos, entre otros; sin embargo, su afectación se manifiesta 
como una lesión directa a uno de los intereses públicos fundamentales, tal y 
como los enlista el artículo 7 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos.

En este sentido, nos permitimos transcribir las siguientes reflexiones 
planteadas en la exposición de motivos de la Ley General en Materia de 
Delitos Electorales, a saber:

“Los delitos electorales tienen como cometido tutelar 
el voto libre y secreto y evitar presiones, coacciones o 
conductas que alteren la voluntad popular. Al mismo 
tiempo tiene como cometido que la voluntad popular 
no se altere, por circunstancias que modifiquen el 
resultado electoral, como consecuencia de conteos 
irregulares, alteraciones a la documentación electoral 
o fraudes burdos”1.

De este modo, la ley protege la expresión de la voluntad ciudadana; el 
ejercicio de los derechos político-electorales y la atención de los principios 
de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y 
objetividad que rigen las contiendas electorales.

1. Exposición de Motivos de la Ley General de Delitos Electorales  visible en: http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/62/2014/
may/20140514-II.pdf
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Teniendo presente lo anterior, recordemos que la existencia de una agravante 
en la calificación de un delito proviene de la valoración de las condiciones 
en las que se cometió o, en su caso, la calidad del sujeto activo o sujeto 
pasivo en la conducta lesiva. 

En este caso, el daño social se considera mayor y por ende las sanciones 
aplicables a la conducta delictiva ascienden.

En esta tesitura, se ha determinado que, por función pública (servicio 
público) ha de entenderse al ejercicio de atribuciones esenciales del Estado, 
y si tal ejercicio lo realiza el Estado a través de personas físicas, el empleado 
público se identifica con el órgano de la función pública y su voluntad y 
acción trascienden como voluntad o acción del Estado, lo que lleva a que 
existan normas de carácter especial para su responsabilidad.

Considerando estos aspectos, es importante tener presente el último 
párrafo del artículo 13 de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, 
el cual establece el aumento en la punibilidad en un tercio más de las penas 
previstas por las conductas que se establecen.

Lo anterior, pone de manifiesto que, en salvaguarda de los principios de 
certeza jurídica e independencia del Estado, el ejercicio del ius puniendi 
se intensifica cuando aquellas conductas consideradas por nuestro 
ordenamiento jurídico como contrarias al ejercicio de deliberación 
democrática y ejercicio de los derechos políticos de los titulares de la 
Soberanía Nacional, son realizadas por aquellos sujetos que tienen la 
obligación de observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, 
los principios que rigen el servicio público.
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